
79

NUEVA ÉPOCA
Julio 2016

	El conflicto social
	Conflicto social y procesos  
de diálogo en los estados

CONFLICTO SOCIAL Y PROCESOS DE DIÁLOGO



	 CONTEN IDO

CONFLICTO SOCIAL  
Y PROCESOS DE DIÁLOGO

1) El conflicto social

01
Mariclaire Acosta 
El impacto del conflicto en México y el entorno 
internacional: la percepción desde afuera.

06 Pietro Ameglio 
Lucha de calles, lucha de clases en México.

2) Conflicto social y procesos de 
diálogo en los estados

10 Nayeli Roldán
7 años del caso ABC. 

14 Adalberto Saviñón y Mayarí Pascual
El conflicto y diálogo social en Guerrero.

18
Sara Méndez
Nochixtlán, símbolo de impasse político y 
criminalización de la protesta en México.

22 Saúl Escobar Toledo
¿Quién disparó?

26 José Knippen
El conflicto y la migración.

30
Amnistía Internacional
Sobrevivir a la muerte tortura de mujeres por 
policías y fuerzas armadas en México. Informe.

INICIATIVA CIUDADANA 
PARA LA PROMOCIÓN DE LA 
CULTURA DEL DIÁLOGO, A.C.

BRÚJULA CIUDADANA 79



1

El Conflicto Social

Apartir del año 2007, México vive 
un conflicto violento generado por 

la fallida estrategia de combate al nar-
cotráfico y la delincuencia organizada, 
instrumentada por el entonces Presi-
dente Felipe Calderón con el apoyo del 
gobierno de los Estados Unidos. Dicha 
estrategia de confrontación, basada pri-
mordialmente en operaciones policia-
co-militares en los estados más afecta-
dos por el narcotráfico, ha desatado una 
espiral de violencia y un desbordamiento 
del crimen organizado que diariamente 
amenazan la paz y la tranquilidad de la 
población en vastas regiones del país, 
además de poner a prueba la fortaleza 
de sus estructuras de seguridad y de sus 
instituciones jurídicas y políticas.

EL IMPACTO DEL CONFLICTO 
EN MÉXICO Y EL ENTORNO 
INTERNACIONAL: LA 
PERCEPCIÓN DESDE 
AFUERA
Mariclaire Acosta
Freedom House

El saldo de esta estrategia, continuada en sus grandes 
líneas por la actual administración del Presidente 
Peña Nieto, es el incremento impresionante de ho-
micidios, secuestros y extorsiones, así como viola-
ciones generalizadas de derechos humanos como 
son las desapariciones forzadas e involuntarias, las 
ejecuciones extrajudiciales y la tortura. Un resultado 
de esta política, menos visible que el número de 
víctimas, pero igualmente dramático, es el impacto 
sobre las instituciones y mecanismos de nuestra 
incipiente democracia. Los asesinatos de candidatos 
en campañas electorales, así como de funcionarios 
electos, fundamentalmente alcaldes, se cuentan por 
decenas, como también los de periodistas y defen-
sores de derechos humanos. La mayoría de éstos 
se mantienen en la impunidad, debido a la debilidad 
de nuestro sistema de justicia penal, el cual se ha 
visto totalmente rebasado por la violencia, cuando 
no cooptado por la delincuencia.
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Esta crisis, que ya lleva casi una década, ha 
llamado poderosamente la atención de la 
comunidad internacional. Abundan los in-
formes de organismos especializados, de la 
prensa, y de los mecanismos de protección 
de los derechos humanos al respecto.

Entre ellos, destacan los informes de Freedom 
House, una organización no-gubernamental 
estadounidense, que fue fundada en 1941 
para proteger las libertades democráticas 
amenazadas en aquel entonces por el fas-
cismo en Europa, y que se ha convertido 
en uno de los más prestigiados monitores 
de la democracia y los derechos humanos 
en el mundo.

La organización publica anualmente un con-
junto de informes que monitorean regular-
mente el disfrute de los derechos civiles y 
políticos a través de un conjunto de indica-
dores para medir estas obligaciones y liber-
tades en 199 países y territorios del mundo 
entero. Estos son producidos por un grupo 
de investigadores quienes consultan a exper-
tos nacionales y regionales, a organizaciones 
de la sociedad civil, así como documentos 
gubernamentales, de instituciones multila-
terales y medios de comunicación. A cada 
uno de los países y territorios se les asigna 
una puntuación que va entre 0 y 100, siendo 
el cero la mejor puntuación y cien la peor. 
Dependiendo del puntaje, se define el esta-

tus de los países en tres categorías: Libres, 
Parcialmente Libres y No Libres.

Freedom House señala un declive general de 
las libertades en todo el mundo en su últi-
mo informe, correspondiente al año 2015. 
En el caso específico de México, destaca 
la problemática de la gobernabilidad y los 
derechos humanos como temas de mayor 
preocupación, y clasifica al país como Par-
cialmente Libre.

Es importante destacar 
que, a partir del año 

2000, México fue 
calificado como país Libre 

hasta el 2010 cuando 
nuevamente descendió en 

la puntuación otorgada 
por Freedom House a la 

categoría de Parcialmente 
Libre, principalmente 

debido a la situación de 
conflictividad y violencia 
descrita anteriormente.
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Una breve reseña del informe señala que, 
durante 2014, la narrativa del gobierno de 
Enrique Peña Nieto caracterizada por un 
discurso de buena gobernanza y protección 
de los derechos humanos, fue cuestionada 
por el destape de diversos escándalos de 
corrupción y violaciones a los derechos hu-
manos que se extendieron a 2015. 

Casos como Ayotzinapa, Tlatlaya, Apatzin-
gán, Tanhuato, así como la fuga de El Chapo, 
pusieron en entredicho el discurso oficial. 
De igual forma lo hicieron los distintos in-
formes de los mecanismos de protección de 
los derechos humanos, como los del Grupo 
Interdisciplinario de Expertos Independien-
tes designado para investigar los hechos de 
Iguala, el de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, las declaraciones del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, entre otros, así 
como los de diversas organizaciones no gu-
bernamentales. En marzo de 2015, el Relator 
Especial para la Tortura de la ONU presentó 
el informe de México, en el que afirmó que 
la tortura es una práctica generalizada de las 
fuerzas policiacas. Asimismo, el gobierno ha 
sido presionado nacional e internacionalmente 
para atender el caso de las desapariciones, las 
cuales se estiman en más de 20 mil.

En materia electoral y del disfrute de los 
derechos políticos, el informe refiere que 

los resultados de las elecciones intermedias 
significaron un respiro para el gobierno ya 
que el PRI conservó la mayoría en la Cámara 
de Diputados (con la ayuda de sus aliados). 

Aunque en general en México, nos dice el 
informe, las elecciones se consideran “lim-
pias y justas”, persisten numerosas quejas e 
impugnaciones. En la elección presidencial 
de hace cuatro años se acusó la compra de 
votos y la colusión entre el PRI y Televisa. 
Para el año 2015, los análisis refieren que la 
participación del Instituto Nacional Electoral 
fue competente, pero criticaron su falta de 
disposición para sancionar el desacato a las 
reglas electorales por parte del Partido Verde 
Ecologista de México.

Por otra parte, el crimen organizado insiste 
en infiltrase al interior de los gobiernos lo-
cales para asegurar su impunidad. 

Por cierto, las elecciones del 2015 constitu-
yeron la primera señal de probables cam-
bios telúricos en la política mexicana, pues 
la izquierda se fracturó severamente y por 
primera ocasión se permitió que se postu-
laran candidatos independientes.

La corrupción y la impunidad son endémicas, 
y el informe cita los índices de la organización 
Transparencia Internacional para el año 2014 
en los que México ocupa el lugar 103 de 175. 
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Además, pese a que desde abril de 2015 
está vigente una nueva ley de transparencia, 
el gobierno mexicano niega el acceso a los 
archivos relacionados con los abusos come-
tidos por las fuerzas de seguridad del Estado, 
que fueron abiertos durante el gobierno de 
Vicente Fox.

Es en el disfrute de las libertades civiles, como 
es el caso de la libertad de expresión, esencial 
para toda democracia, en donde la situación 
prevaleciente de violencia e inseguridad ha 
impactado más en la percepción interna-
cional. Durante el último Examen Periódico 
Universal rendido por México en 2013 ante 
el Consejo de Derechos Humanos de la 
ONU, el mayor número de recomendacio-

nes vertidas por los estados miembros de 
ese órgano se refirieron a las restricciones a 
la libertad de expresión. Freedom House, lo 
registra también en su último informe sobre 
libertad de prensa, en el cual, por noveno 
año consecutivo -es decir, desde el comienzo 
de la llamada “guerra contra las drogas”- 
nuestro país fue calificado como No Libre 
en materia de prensa. No solamente eso, 
sino como uno de los países más peligrosos 
en el mundo para periodistas y trabajadores 
de los medios de comunicación, quienes 
sufren acoso, intimidación, agresiones físicas 
y autocensura.

La organización internacional que vela por 
la libertad de expresión Artícle 19 refrenda 
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esta afirmación, pues registró 397 ataques a 
periodistas en México durante 2015; mien-
tras que periodistasenriesgo.com, sitio web de 
seguimiento de incidentes de violencia contra 
periodistas, registró 90 casos. 

En opinión de Freedom House, pese a que 
las mujeres tienen mayor presencia en la 
vida política y social de México, la violencia 
de género ocurre con frecuencia y se ha 
incrementado por la actividad criminal. Las 
agresiones a mujeres periodistas, incluidas 
las perpetradas a través de redes sociales, 
incluyen amenazas y violencia de tipo sexual. 

Los propios medios de comunicación enfren-
tan presión de diversos actores que buscan 
manipular u obstruir sus contenidos, entre 
ellos los propios dueños, funcionarios públi-
cos y el crimen organizado. Estas amenazas 
han llevado a que los periodistas se auto-
censuren. Por desgracia, la intimidación no 
se queda en amenazas: las instalaciones de 
varios medios de comunicación también han 
sido blanco de ataques, principalmente con 
dispositivos explosivos o por la irrupción 
de grupos armados en sus instalaciones. Las 
radios comunitarias son las más vulnerables: 
repetidamente han sido el blanco de agre-
siones y acoso por parte de las autoridades 
estatales y del crimen organizado. De igual 
forma, los blogueros y periodistas que pu-
blican en internet han sido amenazados e 

incluso asesinados, como también numero-
sos activistas y miembros de organizaciones 
civiles y comunitarias. 

Hasta aquí la visión pre-
sentada por Freedom Hou-
se, y que influye podero-
samente entre los actores 
internacionales. El conflic-
to no reconocido como tal 
por el gobierno de México, 
es percibido claramente en 
el exterior, así como su se-
cuela de destrucción. Por 
desgracia, los diplomáticos 
mexicanos son muy hábiles 
para vender otra imagen y 
anuncian leyes e iniciativas 
que rara vez se concretan 
en hechos como pruebas 
de que en México prevale-
cen la paz y la concordia. 

¿Hasta cuándo?
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Partimos asimismo de la premisa que uno de 
los caminos más centrales del avance en la 
humanización de nuestra especie ha sido el de 
la “lucha social”, particularmente en las esca-
las de la no-cooperación y la desobediencia 
civil. Si no fuera por los individuos, grupos, 
comunidades, pueblos que han incursiona-
do en estos terrenos -con armas morales y 
materiales- nuestra especie estaría aun en la 
“edad de piedra humanizante”.

LUCHA DE CALLES, 
LUCHA DE CLASES  
EN MÉXICO

Pietro Ameglio
Servicio Paz y Justicia (SERPAJ)

“Lucha de calles, lucha de clases. Córdoba 1971-1969” fue un importante libro 
argentino, coordinado por Juan Carlos Marín, Beba Balvé y Miguel Murmis, que investigaba 
y analizaba -en forma diacrónica y sincrónica- un hecho de masas como “el Cordobazo” 
(29 y 30 de mayo 1969), que fue un levantamiento del pueblo cordobés –desde un amplio 
espectro social, sobre todo obrero estudiantil- contra la dictadura militar argentina de 
Juan Carlos Onganía. No siempre la forma de la lucha de calles coincide con la de la lucha 
de clases, pero cuando esto sucede se intensifica radicalmente la magnitud del conflicto 
y la determinación moral de los actores de la resistencia civil y del poder oficial.

Nos parece que actualmente en México, se 
está incrementando un tipo de lucha social 
que, en parte, tiene también algo de esta 
caracterización de lucha de clases y de calles, 
aunque tomando calles en un sentido más 
amplio que el urbano, para referirse también 
y sobre todo a los caminos rurales. Ahonde-
mos en dos ejemplos recientes en la línea de 
una creciente radicalización de estas formas 
de lucha e identidades sociales confrontadas.
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En un intento por profundizar sus acciones 
de no-cooperación y autonomía –en el sen-
tido de asumir nosotros mismos las tareas 
que el Estado y la clase política no realiza-, 
se llevó a cabo en los caminos y parajes ru-
rales de Veracruz, desde el 15 de julio, la 2ª. 
Brigada Nacional de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas, por parte de muchas orga-
nizaciones de familiares de víctimas del país. 
Fue continuación de la Primera Brigada de 
abril pasado, en el mismo estado, donde se 
encontraron una gran cantidad de restos 
humanos (cerca de 11 mil fragmentos) en 
fosas clandestinas, hasta hoy no identificados. 
Pocas semanas antes de esta 2ª. Brigada, el 
22 de junio, en Xalapa había sido brutal e 
impunemente asesinado un miembro de esa 
brigada, José Jiménez Gaona, y gravemente 
herida su esposa Francisca Vázquez Mendo-
za, padres de Jenny desaparecida el 21 de 
mayo de 2011 en Poza Rica. Al otro día iban 
a reunirse con el subsecretario de DDHH 
Campa, para tratar casos de desaparecidos 
en el norte del estado. Esta brigada inició 
afirmando ante la prensa: “El gobierno no 
lo quiere hacer (buscar a los desaparecidos), 
no tiene voluntad; le pedimos que si no nos 
ayuda, que no nos estorbe”.

Por otro lado, el actual conflicto magisterial 
por la abrogación de la reforma educativa 
oficial, si bien tiene su origen en una demanda 
sindical (CNTE) contra las formas de impo-

sición, castigo laboral y evaluación punitiva, 
ha rebasado esta frontera de interés gremial, 
para apuntar a la transformación educativa 
en el país, y a la vez también se ha ido cons-
tituyendo un gran frente nacional solidario, 
popular, urbano-rural de movilización social 
con demandas sociales e identitarias muy 
amplias contra todo tipo de despojos. 

Cada vez con más claridad y nitidez se han 
ido alineando y definiendo –también en su 
carácter de clase- en el espectro nacional los 
dos frentes confrontados - frente a frente-, 
con creciente polarización e intensificación 
en las formas de su lucha: por un lado el 
poder oficial gubernamental y político, el 
empresariado más poderoso, el sindicalis-
mo y la academia ligados al oficialismo, las 
organizaciones sociales (padres de fami-
lia) ligadas al empresariado y a la derecha, 
la mayoría de los medios; por otro lado, 
el sindicalismo disidente de raíz popular, 
campesina e indígena, las organizaciones 
(padres de familia) y movimientos sociales 
indígenas-campesinos, los pueblos indios, 
las organizaciones populares del país, sec-
tores estudiantiles, sectores académicos 
nacionales e internacionales progresistas. La 
composición de estas identidades sociales 
–que por supuesto no es dicotómica y es 
también interclasista- ha quedado pública-
mente expuestas con mucha transparencia, 
por ejemplo, en los templetes-presidiums 
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de los dos primeros foros educativos que 
ambas partes han realizado en el IMSS y 
en la SEP.

A su vez, los medios que 
usan para luchar son también 

muy diferentes, desde la 
lógica y desde los recursos y 
cuerpos, pero en cuanto a la 

radicalidad de sus acciones 
civiles y pacíficas son similares, 

ya que están incursionando 
en los terrenos de la no-

cooperación (amenazas con 
declarar impuestos en ceros, 
boicot de medios a las voces 
disidentes, paros escolares) 
y de la desobediencia civil 
(amenazas con no pagar 

impuestos, bloquear caminos). 
Por supuesto, que las 

acciones violentas y represivas 
(encarcelamiento de líderes 
magisteriales, masacre de 

Nochixtlán) no entran en este 
terreno de la confrontación.

La presentación pública de ambas Rutas para 
sus Programas o Proyectos de Transfor-
mación Educativa ha evidenciado también 
metodologías de trabajo bastante diferen-
tes de origen en estas identidades sociales 
confrontadas, que responden a experien-
cias históricas y sociales de construcción de 
conocimiento y relaciones de poder muy 
distintas: una ruta parte de un documento 
y tematización ya definidos a priori en gran 
parte desde el oficialismo; y la otra, la del 
magisterio disidente, propone una ruta de 
construcción social colectiva plural del pro-
yecto educativo alternativo, sin definiciones 
previas. Ambas rutas se harán a través de 
foros y consultas en diferentes niveles, en 
ambas habrá el desafío epistémico de trans-
formar la “experiencia” en conocimiento, 
algo que nunca es automático ni mecánico.

Es cierto que este proceso de conflictividad 
social ha alcanzado gradaciones elevadas en 
lo represivo y en la desobediencia civil, por-
que el nivel de los intereses –de todo tipo- y 
las determinaciones (morales y materiales) en 
juego también son elevados. Aquí la clave es 
evitar que la “espiral de la violencia” rebase 
a la “espiral de la resistencia civil pacífica”, o 
la penetre con la tentación del camino más 
corto o la victoria inmediata. Pero también 
es cierto que esta conflictividad social ha 
permitido aumentar la reflexión colectiva y 
la toma de conciencia en muchos sectores y 
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clases sociales del país, así como en la clase 
política y los movimientos y organizaciones 
sociales, acerca de la crítica hacia los medios 
y fines de los procesos de consenso y toma 
de decisiones políticas nacionales, acerca del 
uso de la violencia represiva y la defensa de 
los derechos humanos laborales y educativos. 
Hay mucho que cambiar y mejorar, tomando 
en cuenta a todas las clases y actores sociales 
en procesos de cooperación horizontales. 

En este sentido ha sido, en parte, la otra 
cara que ha atravesado también este pro-
ceso de alta conflictividad social de la lucha 
magisterial en sus etapas de negociación con 
el gobierno, pasando de la criminalización 
al diálogo, y de éste a la negociación actual. 
La voluntad y realismo de las partes, sobre 

todo, el apoyo de actores convocados de 
la reserva moral nacional e internacional 
y de la Conamed (Comisión Nacional de 
Mediación) han ayudado a que este otro 
proceso distensivo avance en el objetivo 
de lograr verdad, justicia, reparación y una 
mejor educación en el país. Claro que en un 
contexto represivo y de violación a derechos 
humanos tan alto, con bandos tan polarizados 
y alineados, los avances hacia acuerdos que 
resuelvan el conflicto y sus consecuencias de 
raíz no pueden ser inmediatos ni totales, sino 
que han sido graduales, pero en su mayoría 
hacia adelante, en aras de una solución justa 
y duradera. 

Publicado originalmente en:  
Desinformémonos, 12 agosto 2016, https://

desinformemonos.org
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7 AÑOS DEL CASO 
ABC SENTENCIAN A 19 
IMPLICADOS, PERO AÚN 
NO HAY JUSTICIA: PADRES

Nayeli Roldán

Después de siete años del incendio en la guardería ABC, el Juzgado pri-
mero de Distrito de Sonora, dictó la primera sentencia: condenas de 

entre 20 a 29 años de cárcel para 19 implicados. Eso significa que, por la 
vida de cada niño, los responsables purgarían seis meses de pena. 

Siete años después de la pérdida de su hijo 
Andrés en el incendio de la guardería ABC, 
Patricia Duarte sigue confirmando que el 
camino para hacer justicia aún es largo. 
En 84 meses, sólo una funcionaria menor 
pisó la cárcel; en cambio, las víctimas han 
vivido en carne propia la corrupción, el 
tráfico de influencias y la impunidad que 
existe en el país.

Pese a ser víctimas de una de las peores 
tragedias ocurridas en México, “todavía se-
guimos mendigando justicia para nuestros 
hijos”, sentencia Patricia.

Sobra decir que la vida de cada una de las 
familias cambió de manera radical después 
de ese 5 de junio de 2009. Patricia abando-
nó su trabajo y fue operada de la columna 
debido al sobrepeso que desarrolló debido 
a la depresión. Su esposo José Francisco, 
biólogo de profesión, cambió de empleo 
para dedicarle más tiempo al proceso legal 
que se sigue contra los responsables.

Después de siete años, el Juzgado primero 
de Distrito de Sonora, dictó la primera sen-
tencia: condenas de entre 20 a 29 años de 
cárcel para 19 implicados. Eso significa que 
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por la vida de cada niño, los responsables 
purgarían seis meses de pena. “Nosotros 
esperábamos sentencias de 50 años prisión 
o más”, dice José Francisco García. Por eso, 

el próximo lunes interpondrán una apelación 
a la sentencia del juez, que, además, absuelve 
a tres funcionarias del IMSS, responsables de 
la supervisión de guarderías en Hermosillo.

Patricia no está satisfecha con esta tardía resolución que pone en evidencia 
la “ineficiencia de PGR” y permitirá a los inculpados seguir el proceso de 
apelación (si deciden hacerlo) en libertad, porque se les acusa de homicidio 
culposo y no doloso.

“En siete años me ha tocado vivir en carne propia la corrupción, el tráfico 
de influencias, la impunidad en el sistema judicial. Es difícil de entender que 
en un país donde ocurre lo peor, no pase nada”, dice Patricia.

Ver el video
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Los 5 pendientes del caso ABC: averiguación, juicio, 
amparos, altos funcionarios y Ley 5 de Junio

http://www.animalpolitico.com/2015/08/los-5-pendientes-del-caso-abc-averiguacion-jui-
cio-amparos-altos-funcionarios-y-ley-5-de-junio/

La (truncada) cadena de responsa-
bilidad

Los sentenciados ocupaban cargos adminis-
trativos menores en el IMSS (jefa del depar-
tamento de Guarderías, el delegado estatal), 
de la guardería (la representante legal); del 
Ayuntamiento de Hermosillo (el director 
de bomberos, entre otros) y empleados del 
Control Vehicular y de la Agencia Fiscal de 
la Secretaría de Hacienda del Gobierno del 
Estado de Sonora, que trabajaban en la bo-
dega que originó el incendio, entre otros.

Patricia reconoce que la cadena se rompe 
“por el eslabón más débil”, pero cada uno 
de ellos fue parte de la tragedia al firmar 
documentos que permitió la operación de 
la guardería, pese a no tener las condiciones 
mínimas de protección civil como salidas 
de emergencia, alarmas contra incendio y 
extintores.

Los padres siguen insistiendo en que la cade-
na de responsabilidad debe incluir a los accio-

nistas propietarios de la guardería: Gildardo 
Urquídez y Matilde Gómez del Campo, pri-
ma de Margarita Zavala, entonces primera 
dama, pero aseguran que las complicidades 
políticas han permitido la exoneración de 
estos personajes.

Sin embargo, ni ellos, ni los titulares de de-
pendencias fueron acusados. La responsabili-
dad por omisión, dicen las víctimas, también 
debería recaer en el ex gobernador de la 
entidad, Eduardo Bours; al ex director del 
IMSS, Daniel Karam y Ernesto Gándara, ex 
alcalde de Hermosillo.

En su búsqueda por condenar a los altos 
funcionarios, los padres llegaron a la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, sin embargo, el 
máximo órgano de justicia en el país determi-
nó en 2011, que la cadena de responsabilidad 
no incluía a los políticos.

Su búsqueda de justicia continua en instan-
cias internacionales. En octubre de 2014, 
denunciaron al Estado mexicano ante la Co-
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misión Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH) por las violaciones a derechos 
perpetrados por el sistema judicial del país.

Nunca podrán superar el dolor de haber 
perdido a un hijo en esas circunstancias y la 
incertidumbre en la que viven al no saber 
con precisión qué pasó ese día, no se lo 
desearían a nadie.

Por eso, dicen, continúan en la lucha. Bus-
can que nunca más, ningún padre sufra algo 
como lo que ellos pasaron. Que ninguna 

guardería en el país opere sin las medidas 
para proteger la vida de los pequeños. Por 
eso buscan que el Estado mexicano se com-
prometa a la no repetición y realice las ins-
pecciones, las inversiones necesarias y tenga 
toda la voluntad política para que el caso de 
la guardería ABC no se repita jamás.

Reproducido con el permiso de la autora. 
Publicado originalmente en: 

http://www.animalpolitico.com/2016/06/a-siete-
anos-del-incendio-en-la-guarderia-abc-sentencian-a-19-
implicados-pero-aun-no-hay-justicia-padres/
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EL CONFLICTO Y 
DIÁLOGO SOCIAL EN 
GUERRERO

Adalberto Saviñón 
Mayarí Pascual
Centro Lindavista

En la actualidad Guerrero tiene una tasa de homicidios de 29.7 por 100,000 
habitantes, en tanto que la tasa nacional de homicidios es de 8 por cada 
100,000 habitantes (primer semestre, 2016). A pesar de ser un estado rico 
en recursos naturales, ocupa el tercer lugar en proporción de población en 
pobreza (dos de cada tres guerrerenses viven en pobreza) que, sumado a 
otras graves problemáticas como presencia del crimen organizado, insegu-
ridad, ineficacia institucional, impunidad y corrupción, lo convierten en un 
territorio con una crisis social profunda, en una situación de emergencia 
humanitaria en la que se requieren acciones urgentes que permitan avanzar 
de manera integral en temas como desarrollo sustentable, legalidad y justicia, 
cohesión social, construcción de una cultura de paz, etc.

En este difícil contexto es que surge Guerrero es Primero, una iniciativa de 
organizaciones de la sociedad civil que tiene la finalidad de promover espacios 
de diálogo y de búsqueda de alternativas a la gravísima situación del país en 
general y de Guerrero en particular. Inspirados en la expresión Guerrero es 

El estado de Guerrero es uno de los territorios 
más conflictivos de México. Los últimos hechos 

violentos que todos conocemos, forman parte de 
una larga historia de violencia y violaciones a los 
derechos humanos que durante décadas se han 
cometido en dicho estado.
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Primero, en julio de 2015 organizaciones de la sociedad civil reunidas en la 
Ciudad de México, dialogaron sobre la necesidad de emprender acciones 
de diálogo en primer lugar en Guerrero, pero también en otros espacios de 
la sociedad mexicana, para propiciar el encuentro entre actores y esfuerzos 
que desde muy distintas posiciones, están trabajando en distintos campos 
para construir una sociedad más justa, reconociendo que la grave situación 
requiere de acciones sistémicas. 

Guerrero ha sido testigo de importantes procesos regionales de lucha, del 
histórico movimiento campesino, pero también de grupos indígenas y organi-
zaciones sociales que buscan preservar los recursos naturales, promocionar 
y defender los derechos humanos, etc. En este sentido, consideramos nece-
sario reconocer la trayectoria y el trabajo de estas organizaciones y sumar 
esfuerzos. La realidad cotidiana de violaciones a los derechos humanos de 
los habitantes del estado, el colapso del sistema de justicia y la corrupción 
e impunidad crónicas y estructurales debe y puede cambiarse solamente 
mediante la participación ciudadana amplia y de todos los sectores. 

El Primer Encuentro de Guerrero es Primero se llevó a cabo el 13 y 14 de 
octubre de 2015, con la participación de organizaciones sociales, iglesias, 
universidades, centros de investigación, movimientos campesinos y otros 

actores. En este primer ejercicio 
de diálogo, los diversos actores re-
conocimos que ante una sociedad 
civil lastimada y pulverizada, todos 
y todas necesitamos un espacio 
para fortalecer nuestras iniciativas 
y para promover esfuerzos para 
exigir justicia en todos los casos 
que se requiera y construir la paz. 

Guerrero es Primero nace de la mul-
tiplicidad de opiniones, intereses, 
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propuestas y afiliaciones, y aunque cada quien debe continuar con sus 
propias agendas de trabajo, buscamos nuevas formas y propuestas que 
nos permitan construir un espacio seguro, en donde podamos apoyarnos 
y acompañarnos. Guerrero es Primero ha definido como áreas de impor-
tancia para el diálogo y las acciones: 1) Estado de derecho y derechos, 2) 
Desarrollo sustentable y 3) Democracia participativa y fortalecimiento 
institucional y 4) Construcción de Paz.

Tras el primer encuentro, se han celebrado 
cuatro encuentros más (cada dos meses) y 
se ha avanzado en diferentes rutas: 

-	 Se ha establecido una Secretaría Técnica 
en Acapulco y la Ciudad de México. 

-	 Se ha mantenido interlocución con 
otros actores como: la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, 

el Gobierno del estado (Secretaría 
de Educación), el Gobierno Federal, 
organizaciones sociales nacionales, 
instituciones educativas como el 
Claustro de Sor Juana y expertos en 
temas específicos. 

-	 Se ha planteado la necesidad de una 
visión y un proyecto a largo plazo 
y también de proyectos y acciones 
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concretas pero emblemáticas para 
lo que se realizaron escenarios 
preliminares sobre el futuro en 
Guerrero y se propusieron 17 
proyectos emblemáticos. 

-	 Se han realizado reuniones intermedias 
de seguimiento para avanzar en 
propuestas e iniciativas de temas 
específicos con actores locales y se 
han conformado núcleos temáticos 
de trabajo para los temas de salud y 
pobreza y desigualdad. 

-	 Se ha logrado establecer posiciones 
comunes y se han elaborado 
documentos marco en temas como: 
víctimas, pobreza y desigualdad, acceso 
efectivo a la salud y transparencia y 
rendición de cuentas (en proceso).

-	 Se ha avanzado en procesos de 
formación y capacitación, diseñando 
(con diversos actores e instituciones 

A un año de inicio, es importante reconocer la gran disposición que han tenido 
actores de diversos ámbitos al participar en este esfuerzo y la necesidad de que 
existiera un espacio de encuentro. Aunque el proceso de diálogo y los proyectos 
en cada línea de acción continúan avanzando -a distintas velocidades y niveles- 
con la participación y el apoyo de actores muy diversos, son enormes los retos 
que en esta iniciativa de diálogo y búsqueda de alternativas enfrentamos, por 
lo que la suma de esfuerzos, la colaboración y la búsqueda de acuerdos para 
metas comunes se han convertido en nuestras mayores fortalezas.

educativas) y organizando la próxima 
impartición de 4 diplomados: 1) 
Derechos Humanos, atención a víctimas 
y construcción de paz”, 2) Formación en 
derechos humanos del servidor público 
en el sector salud, 3) Diplomado de 
formación de orientadores de empresas 
de economía social y 4) Diplomado de 
paz y desarrollo sustentable.

-	 Se propuso la creación de un Instituto 
para la Paz en Guerrero y como 
primer paso la constitución de la 
Fundación para la Paz en Guerrero 
(próxima a realizarse en este mes 
con la participación de instituciones 
académicas) con la finalidad de 
empezar a realizar acciones para la 
promoción y construcción de una 
cultura de paz, específicamente 
actividades de formación, mediación, 
promoción y difusión, así como la 
promoción de la creación de un 
Instituto para la Paz en el estado. 
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O axaca vuelve a estar en la mira nacional e internacional. Ahora es Nochixtlán 
en la región mixteca, ubicado a una hora de Oaxaca sobre la supercarretera 

a la Ciudad de México. La semana previa al desalojo, se instaló un bloqueo en este 
punto generando mucha tensión ante las dificultades para el transporte de personas 
y mercancías. En los días siguientes, el bloqueo fue intermitente, permitiendo el 
paso a vehículos particulares y deteniendo a los vehículos de carga.

NOCHIXTLÁN, SÍMBOLO 
DE IMPASSE POLÍTICO Y 
CRIMINALIZACIÓN DE LA 
PROTESTA EN MÉXICO
Sara Méndez
CODIGO DH

Desde temprana hora del 19 de junio se supo 
del operativo montado por policía federal 
y estatal para liberar la supercarretera que 
comunica a Oaxaca con la Ciudad de Méxi-
co. Llamadas, mensajes y pronto fotos en las 
redes sociales dieron cuenta de los hechos. 
Las autoridades se apresuraron a aclarar que 
los policías no llevaban armas, que estaban 
siendo atacados y que las fotos que circulaban 
eran falsas. La respuesta ciudadana fue con-
tundente: varias fotos fueron reconocidas por 
fotógrafos y medios internacionales como AP 
y Xinhua, los manifestantes han insistido en 
que la policía llegó lanzando gases lacrimóge-
nos causando la indignación de los pobladores. 

El magisterio lanzó una llamada de auxilio 
y la resistencia se extendió a lo largo del 
día en varios puntos más del Estado: Telixt-
lahuaca, Huitzo, Hacienda Blanca, Viguera y 
San Jacinto Amilpas, todas poblaciones en el 
paso hacia la Ciudad de Oaxaca. En ellos se 
concentraron manifestantes para impedir el 
paso de las unidades policíacas; ya no solo 
eran maestros y maestras, era población 
civil de todas las edades indignadas ante la 
agresión policíaca. 

Esta misma tarde, el gobernador de Oaxaca 
flanqueado por el Comisionado General de 
la Gendarmería Enrique Galindo Ceballos y 
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el Comisionado de la Policía Estatal Gral. de 
Brigada Froylán Carlos Cruz informaron que 
el operativo estuvo conformado por 800 ele-
mentos de la Secretaría de Seguridad Pública 
de Oaxaca, Policía Federal (PF en adelante) 
y de la División de la Gendarmería.1 Se ha 
podido establecer que los elementos en el 
lugar portaban equipo antimotines: escu-
dos, toletes, armas con balas de goma, gas 
lacrimógeno y granadas de humo así como 
fusiles de asalto.

CODIGO DH acudió al lugar para docu-
mentar los hechos, brindar asesoría jurídica 
a familiares de personas detenidas y apoyar 
enmedio de la crisis humanitaria que se vivio 
este día, principalmente por las denuncias 
de personas desaparecidas, asesinadas y la 
falta de atención en los servicios de salud 
del IMSS Hospital General de Zona No. 1 
a las personas heridas, donde personal de 
inteligencia de la PF pidió que no se otor-
gará atención a maestros o población civil 
pues allí se encontraban policias que recibían 
atención médica. 

La falta de información veraz y los rumores 
sobre lo ocurrido motivaron a un grupo de 
organizaciones civiles a realizar un Informe 
Preliminar, para dar cuenta de los hechos y 
violaciones de DDHH2. Aqui nuestros pri-
meros resultados. 

A causa del violento operativo 
policial y el uso desmedido de 
la fuerza pública perdieron 
la vida 8 personas, siete de 
ellas por heridas de arma 
de fuego el 19 de junio y 
una más al día siguiente a 
consecuencia de las heridas 
causadas. El derecho a la 
vida fue vulnerado y de las 
investigaciones realizadas 
hasta ahora, al menos 7 
de estas muertes podrían 
considerarse ejecuciones 
extrajudiciales, una más fue 
por explosión de petardo.

1	 V. Boletín del Gobierno del Estado, en https://
sspo.gob.mx/fuerzas-estatales-y-federales-realizan-
operativo-conjunto-para-retirar-bloqueo-en-
carreteras-que-conectan-a-la-ciudad-con-puebla-y-
ciudad-de-mexico/

2	 Puede consultarse en: http://codigodh.org/wp-
content/uploads/2016/07/Informe-preliminar-de-
violaciones-a-derechos-humanos-.pdf
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Hasta principios de julio pudimos documentar la atención de al menos 120 
personas civiles en diversos servicios de salud públicos y algunos solidarios 
que ese día se brindaron en Nochixtlán, principalmente heridas de arma 
de fuego, golpes, fracturas, crisis nerviosas, quemaduras e intoxicaciones, 
como las sufridas por 34 niñas y niños de la Colonia 20 de Noviembre en 
Nochixtlán o los diversos puntos donde se dio el operativo como Hacienda 
Blanxa y Viguera, donde personas abandonaron sus casas ante los gases. 

En ese momento había rumores de personas heridas de bala que por temor 
a sufrir detenciones e represalias no habían acudido a atenderse o lo hacían 
en clínicas privadas. Un mes después la Defensoria de Derechos Humanos 
del Pueblo de Oaxaca tiene contabilizadas 198 heridos de los cuales 155 
son civiles y 43 policías. No son todos los heridos, seguimos sin saber el 
número exacto de víctimas, en especial de los heridos de bala. Estos hechos 
constituyen violaciones al derecho a la salud, a los derechos de la infancia y 
derechos de las mujeres ante el ataque con gases lacrimógenos, y en caso 
de las detenidas abuso sexual y amenazas de violación. 

Sobre las personas detenidas, 27 en total, 3 mujeres y 24 hombres podemos 
afirmar que se trata de detenciones arbitrarias, en varios casos hubo tortura; 
en todos faltó acceso a la justicia y debido proceso. A dos meses, la versión 
de la policía estatal y federal no ha cambiado, señalan que fueron atacados 
y preparan denuncias apuntalando una nueva “verdad histórica”.

Todos estos hechos no pueden desligarse de su origen, la reforma al Artículo 3o y 73 
constitucionales, donde el gobierno federal impuso un paquete de leyes que, a decir de la 
CNTE, son una estrategia para privatizar la educación, estandarizarla de modo que sea igual 
para todos y cumpla los estándares de la OCDE, sin apertura para los pueblos indígenas y 
campesinos. Asi como a la negativa de la SEP y SEGOB para abrir el diálogo sobre la reforma 
y la decisión de detener a la dirigencia magisterial de la Sección 22; esto escaló el conflicto 
y se instalaron en el estado más de 20 bloqueos, entre ellos Nochixtlán. 
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¿Qué sigue? En principio, desde la parte de 
las personas agraviadas, una larga lucha de las 
víctimas y sobrevivientes por ser escuchados, 
por responder con dignidad y mantener la 
exigencia de justicia, frente a lo que ya se 
mira como un intento desesperado de dar 
carpetazo a un nuevo escándalo de DDHH 
por el actuar arbitrario de los cuerpos policía-
cos y el desdibujamiento del gobierno local, 
que ha dejado en manos de la Federación el 
conflicto magisterial. 

Nochixtlán expresa el ejercicio autoritario en 
todos sus niveles, y refrenda lo que diversas 
voces de la sociedad han manifestado so-
bre la violación sistemática de los derechos 
humanos en México y la permanencia de la 
impunidad. Agravios como los del 2006 en 

Oaxaca, Atenco y recientemente Ayotzinapa se encaminan peligrosamente 
a la institucionalización de la represión donde el Estado de Derecho es una 
mera simulación

Frente a esto, la respuesta de la ciudadanía es el gran descontento social que 
los gobiernos estatal y federal no quieren reconocer. Sólo la resistencia pací-
fica en la exigencia de la resolución de las demandas del movimiento social, 
incluyendo al magisterio de manera unificada, así como el respeto absoluto 
a los derechos humanos, es lo que puede contribuir a que este gobierno 
sordo, escuche y se dé cuenta de que puede evitar una mayor polarización 
y criminalización de la protesta social, que en Oaxaca en este momento 
abarca a madres y padres de familia, organizaciones sociales y civiles, asi 
como a comunidades que han manifestado su apoyo y descontento por 
los acontecimientos en Nochixtlán y el paquete de reformas estructurales, 
entre ellas la educativa. 
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¿QUIÉN DISPARÓ?
Saúl Escobar Toledo
Investigador del INAH

D iversas organizaciones de la sociedad civil, 
entre otras, el Comité de Defensa Integral 

de Derechos Humanos Gobixha A.C.; el Con-
sorcio para el Diálogo Parlamentario y la Equidad Oaxaca A.C.; FUNDAR, 
Centro de Análisis e Investigación A.C.; Luna del Sur, A.C. y Ojo de Agua 
Comunicación A.C., publicaron hace unas semanas un informe “preliminar” 
sobre violaciones de derechos humanos cometidas en Nochixtlán, Oaxaca 
(disponible en www.educaoaxaca.org). Se trata de un documento basado en 
“entrevistas a personas testigas y víctimas de los hechos represivos ocurridos 
el 19 de junio derivados de las decisiones políticas de los gobiernos estatal 
y federal al enviar un operativo para limpiar vialidades”.

El informe ofrece una cronología de hechos 
y un listado de las violaciones a derechos 
humanos ocurridos en esa localidad y otros 
lugares cercanos a la Ciudad de Oaxaca. 

En su parte inicial, la publicación nos re-
cuerda que “la situación de los derechos 
humanos en México es de una profunda 
crisis, según han señalado organismos inter-
nacionales como la CIDH, la ONU-DEH, 
el Relator Especial de Naciones Unidos 
para la Tortura, el Grupo de Trabajo so-
bre Desapariciones Forzosas, el Grupo de 

Trabajo sobre Detenciones Arbitrarias, 
o el Relator Especial para la Libertad de 
Expresión, entre otros”. 

Luego, pasa a relatar las protestas contra 
la reforma educativa y el hecho de que “la 
semana previa a ese domingo 19, se instaló 
un bloqueo en Nochixtlán generando mucha 
tensión sobre el transporte de mercancías y 
personas… (aunque) en los días siguientes 
el bloqueo fue intermitente permitiendo el 
paso a vehículos particulares y deteniendo 
a los de carga” 
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El desalojo dice este documento, citando un 
boletín del Gobierno del Estado de Oaxaca, 
fue realizado por elementos de la Secreta-
ría de Seguridad Pública de Oaxaca, Policía 
Federal y de la División de Gendarmería. Y 
precisa que “se ha podido establecer que los 
elementos (policiacos) en el lugar portaban 
equipo antimotines: escudos, toletes, armas 
con balas de goma, gas lacrimógeno y gra-
nadas de humo. Pero también con fusiles de 
asalto BREN A1 y FAL como se aprecia en 
las fotos que medios y periodistas hicieron 
públicas, así como de los cartuchos abando-
nados en el lugar”.

Según la cronología del informe, a las 7:30 
de la mañana se inició el desalojo de los 
manifestantes y a las 9:20 se escucharon 
“detonaciones de arma de fuego desde los 
hoteles” para replegar a la gente. Posterior-
mente, a la una de la tarde se pudo identificar 
un segundo enfrentamiento con presencia 
de helicópteros en la zona. Finalmente, a las 
tres de la tarde la PF se retiró de la localidad 
(pero) “prevalece el caos en la población 
durante la tarde y noche y es quemado el 
palacio municipal”. 

El informe presume que hubo un uso ex-
cesivo de la fuerza. Señala que “aunque las 
primeras versiones oficiales sobre el ope-
rativo apuntaban a que no se habían usado 
armas de fuego por parte de los cuerpos de 

seguridad… las fotos en redes mostraron a 
policías de Gendarmería y estatales usando 
sus armas contra los manifestantes”. Como 
resultado de ello se violó el derecho a la vida, 
ya que fueron muertas 8 personas. También, 
entre otras violaciones, hubo detenciones 
arbitrarias. 

Como parte de sus 
recomendaciones el informe 

propone “realizar una 
investigación exhaustiva 
e imparcial que deslinde 

responsabilidades penales 
y administrativas de 

los servidores públicos 
involucrados en el operativo 

realizado el 19 de junio 
de 2016” y también piden 

a la Oficina del Alto 
Comisionado en México 

su acompañamiento y 
observancia al caso para 
garantizar el acceso a la 

justicia. 
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A casi mes y medio de los hechos, el Secre-
tario de Gobernación declaró que en este 
caso el gobierno “no tiene nada que ocultar 
pero que tampoco pude adelantar juicios en 
cuanto a la participación de policías federales” 
y que la Comisión Nacional de Seguridad en 
coordinación con las autoridades del estado y 
la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
investiga “si los elementos policiacos cumplie-
ron con los protocolos correspondientes”. 
La CNDH aseguró hace unos cuantos días 
que “la fiscalía de Oaxaca no nos entregó la 
información solicitada y que en una prime-
ra instancia la PGR nos respondió que no 
contaba con información, pero que ahora 
que atrajo el caso esperamos que nos la 
proporcione…”. Esta Comisión tampoco 
quiso “adelantar conclusiones”. 

Al otro día, el subsecretario de Derechos 
Humanos de Gobernación se entrevistó 
con los familiares de las víctimas del en-
frentamiento “para avanzar en la prestación 
de servicios médicos a los afectados” y 
reiteró el compromiso del gobierno de “no 
criminalizar a los afectados”. Con razón, los 
representantes de los familiares exigieron 
justicia y castigo para los responsables del 
enfrentamiento y no sólo ayuda médica 
para los afectados. El domingo 31, en la 
Plaza de Tlatelolco de la Ciudad de Mé-
xico un grupo de personas lesionadas en 
Nochixtlán, dieron su testimonio de los 

hechos y mostraron las heridas que les 
fueron causadas. 

A pesar de promesas y declaraciones, el 
hecho real es que todavía no se sabe quién 
disparó y privó de la vida a ocho personas 
el 19 de junio en esa localidad de Oaxaca. 
Según el informe de los organismos civiles, 
se puede presumir la responsabilidad de di-
versos cuerpos de seguridad en la violación 
de varios derechos humanos. Se conocen 
también los nombres de los jefes policiacos 
de las diversas corporaciones responsables 
del operativo. Pero no ha habido consecuen-
cias legales de ningún tipo. 

En el pasado, la represión del go-
bierno se ha justificado señalando 
que los manifestantes han agredido 
a las fuerzas de seguridad. En este 
caso el Comisionado Nacional de 
la Policía Federal señaló el mismo 
día de los hechos, que “quienes 
dispararon fueron civiles que no 
han sido identificados, probable-
mente infiltrados” entre los mani-
festantes. Pero ninguna autoridad 
hizo posteriormente ningún seña-
lamiento concreto, ni ha ofrecido 
algún testimonio sobre ello. 
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¿Se está apostando una vez más al olvido y 
a la impunidad? Pareciera que el gobierno 
quiere establecer un pacto implícito según 
el cual ofrece no reprimir al movimiento 
magisterial (por lo pronto), no perseguir a 
los dirigentes y activistas que participaron 
en el enfrentamiento, y resarcir el daño a los 
afectados y a los familiares de las víctimas 
mortales hasta donde se pueda, a cambio de 
que no se concluya legalmente quienes fueron 
los responsables materiales e intelectuales 
de las agresiones a los civiles.  Pero esta 
conducta, si así la tiene calculada el gobierno, 
no es aceptable. No en un país, en el que 
la violencia y la violación de los derechos 
humanos está tan extendida. 

Los hechos de Nochixtlán son tan graves 
como la desaparición forzada de los 43 nor-
malistas de Ayotzinapa, como las ejecuciones 
extrajudiciales en Tlalataya y Apatzingán, 

como los secuestros de las policías munici-
pales a civiles inocentes en Veracruz, como 
las desapariciones forzadas y las muertes 
violentas de todos los días presuntamente 
a manos de organismos del Estado: policía 
municipales, estatales o federales. 

Dejar las cosas así, sin saber quién o quiénes 
fueron los responsables de los acontecimien-
tos de ese 19 de junio, significaría prolongar 
el estado desastroso que vive el país en ma-
teria de derechos humanos. Y permitir que 
pase el tiempo para se dé otra agresión, con 
saldos mortales, a civiles que protestan o se 
manifiestan públicamente. 

Conocer la verdad es un asunto que no sólo 
tiene importancia para las víctimas y la co-
munidad de Nochixtlán. Es una oportunidad 
para empezar a construir una política y una 
cultura de respeto a los derechos humanos 
y una relación entre el estado y la sociedad 
basada en la transparencia, la rendición de 
cuentas y el respeto a la ley. Mientras no se 
sepa quiénes dispararon y quiénes dieron 
las órdenes esa mañana del 19 de junio, la 
violencia y la impunidad seguirán extendién-
dose en todos los niveles de la sociedad y 
del Estado. Nadie puede estar de acuerdo 
con eso. 

Reproducido con autorización del autor.  
Publicado originalmente el 3 de agosto de 2016 en: 

http://suracapulco.mx/9/quien-disparo/
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EL CONFLICTO Y 
LA MIGRACIÓN
José Knippen*
FUNDAR

Violencia contra migrantes 
centroamericanos que buscan la paz 
en México

A las personas migrantes y refugiadas centroamericanas que 
en los últimos años han escogido a México como país de 

tránsito o de destino, la violencia parece perseguirlas donde 
sea que vayan. Es cada vez más evidente que la violencia y 
los conflictos sociales forman parte esencial de los motivos 
por los cuales las personas salen de Honduras, El Salvador y 
Guatemala. En su tránsito por México, es probable que vuelven 
a ser víctimas de la violencia: tanto criminales “particulares” 
como funcionarios públicos ven en los migrantes una presa 
fácil para robarlos, extorsionaros o abusar de ellos de mane-
ras más crueles3. Encima de esto, el gobierno mexicano con 
apoyo del vecino Estados Unidos, ha impulsado “eficientizar” 
la contención de la migración indocumentada a través de la 
implementación del Programa Frontera Sur. Para los centro-
americanos que salen de sus países en busca de paz, esto 
ha dificultado aún más que puedan defender sus derechos 
humanos en nuestro país. El asilo siendo uno de los derechos 
humanos que en el contexto actual cobra mucha relevancia, 
además de los derechos que tienen como víctimas de delitos 
y violaciones a sus derechos humanos.

3	 Existe documentación amplia sobre 
los abusos contra migrantes en México. 
Los siguientes informes recientes son 
ejemplos de esfuerzos de la sociedad 
civil que dan cuenta de la gravedad de la 
situación.
-	 “Migrantes invisibles, violencia 

tangible” de la Red de Documentación 
de las Organizaciones Defensoras de 
Migrantes (REDODEM). Disponible 
en: http://fm4pasolibre.org/pdfs/
informe_migrantes%20invisibles_
redodem2015.pdf  

-	 “Un Camino Incierto. Justicia 
para delitos y violaciones a los 
derechos humanos de personas 
migrantes y refugiadas en México” 
de nueve organizaciones civiles, 
disponible en: http://fundar.org.
mx/un-camino-incierto-justicia-para-
delitos-y-violaciones-a-los-derechos-
humanos-contra-personas-migrantes-
y-refugiadas-en-mexico/

-	 “Presa Fácil: violencia criminal y 
migración en Centroamérica” de 
International Crisis Group, disponible 
en https://www.crisisgroup.org/
es/latin-america-caribbean/central-
america/easy-prey-criminal-violence-
and-central-american-migration 
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Para acercarnos a la situación en Honduras, 
El Salvador y Guatemala, podemos consul-
tar múltiples publicaciones y estadísticas. 
La contraportada del recién publicado libro 
“Centroamérica después de la firma de los 
Acuerdos de Paz: Violencia, fronteras y mi-
gración”4, señala: 

Hace casi dos décadas se firmó el Acuerdo 
de Paz en Guatemala (1996), el último pen-
diente en Centroamérica. Con ello parecía 
que se abría una nueva etapa que ponía fin a 
la violencia de las guerras civiles que habían 
azotado a la región durante más de un cuarto 
de siglo. Sin embargo, la Centroamérica de 
la posguerra no ha logrado la paz. Distintos 
tipos de violencia han surgido, algunos por las 
mismas causas estructurales que dieron lugar 
a las guerras civiles, otros por la presencia 
creciente del crimen organizado que la ha 
elegido como una de sus rutas preferidas 
en el continente. 

Es difícil cuantificar los números de perso-
nas que salen del también llamado Triángulo 
Norte de Centroamérica y documentar sus 
motivos y necesidades. Recientes cifras de 
la oficina del Alto Comisionado de la ONU 
para los Refugiados (ACNUR) dejan claro 
que cada vez más se trata de migraciones 
forzadas y que podría haber todavía mu-
chas más personas refugiadas. Para esto, es 
importante revisar el número de solicitudes 

de asilo de los países del Triángulo Norte en 
toda la región. No sólo en México las solici-
tudes estas han aumentado, sino también lo 
han hecho en otros países cercanos como 
Estados Unidos, Costa Rica y Belice. 

Las solicitudes a nivel mundial realizadas por 
guatemaltecos, salvadoreños y hondureños 
en su conjunto, fueron 43,988 en 20145 y 
77,863 en 20156, de los cuales 3,423 en 
México en el último año. Esto nos mues-
tra un claro aumento, mientras debe ser 
solamente una parte de la realidad. Existen 
varios obstáculos para pedir asilo, menciono 
solo algunas: muchas personas no saben que 
tienen el derecho a solicitar asilo, no saben 
bien cómo solicitarlo (porque no se les ex-
plica). Se enfrentan con otros desincentivos 
al momento de querer hacerlo, lo que hace 
que en muchos casos desisten del esfuerzo.  

Frente a este panorama -crisis humanitaria en 
Centroamérica, estructural y sin soluciones 
a corto plazo, además la violencia y falta de 
acceso a la justicia en México, el país de trán-

4	 Libro coordinado por la Dra. Natalia Armijo y la Dra. Mónica 
Toussaint y publicado en 2016 por la Universidad de Quintana 
Roo y el Instituto de Investigaciones Dr. José María Luis Mora.  

5	 Cálculo basado en datos del Anexo 2 del reporte “UNHCR 
Global Trends 2014”, http://bit.ly/2ac3ICO 

6	 Cálculo basado en datos del Anexo 2 del reporte “UNHCR 
Global Trends 2015”, http://bit.ly/29Z11od 
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sito, pero también de destino- el gobierno 
mexicano debe abandonar su política de 
contención y cumplir con sus obligaciones in-
ternacionales en derechos humanos frente a 
los migrantes y refugiados. Todavía no existe 
evidencia que México haya puesto tomado 
en serio las críticas y recomendaciones. 

Algunos datos sobre las actividades del Ins-
tituto Nacional de Migración (INM) son 
claros en este sentido. Los operativos de 
revisión migratoria han aumentado en este 
año y están concentrados en la parte sur 
del país7 . Entre enero y junio de 2016 el 
INM ha realizado 17,343 operativos de revi-
sión, de los cuales 11,401 operativos fueron 
en Chiapas, Oaxaca, Veracruz, Tabasco y 

Detenciones y deportaciones en México,

Julio 2013 – junio 20169

Julio 2013 – junio 
2014

Julio 2014 – junio 
2015

Julio 2015 – junio 
2016

Detenciones total 108,250 168,280 177,379

Detenciones de 
centroamericanos 91,905 156,992 155,124

Deportaciones total 86,692 141,290 141,261

Deportaciones de 
centroamericanos

84,457 138,451 136,572

7	 http://www.inm.
gob.mx/gobmx/word/
index.php/transparencia-
focalizada/ 

8	 “En dos años aumentó 
150% el flujo de migrantes: 
INM”, La Jornada, 4 de 
agosto de 2016, http://
www.jornada.unam.
mx/2016/08/04/
politica/009n1pol

9	 http://www.
politicamigratoria.gob.
mx/es_mx/SEGOB/
Estadistica

10	Cuenta Pública de 2015, 
http://cuentapublica.
hacienda.gob.mx/es/
CP/2015

Guerrero. Es decir, el Programa Frontera 
Sur sigue. 

Entre julio de 2014 y junio de 2015 Mé-
xico detuvo hasta más centroamericanos 
que los Estados Unidos. Las detenciones 
y las deportaciones de migrantes centro-
americanos por México se han mantenido 
con números muy altos, similares a los de 
2015. Estos números sugieren que México 
continúa conteniendo el flujo de personas 
migrantes, impidiendo a muchos llegar a la 
frontera de los Estados Unidos. El comisio-
nado del INM Ardelio Vargas calcula, en esta 
nueva “situación normal”, un flujo de entre 
400 y 450 mil migrantes que atraviesan el 
país de manera irregular.8

A pesar de que el presupuesto asignado al INM en el Presupuesto de Egre-
sos de la Federación (PEF) ha disminuido en los últimos años, su gasto ha 
aumentado como nunca antes visto: en 2015 el presupuesto ejercido por el 
INM fue de 4,143,000,000 pesos10. Al mismo tiempo, la Comisión Mexicana 



29

Conflicto Social y Procesos de Diálogo en los Estados

de Ayuda a Refugiados de México (COMAR) 
sigue sin contar con los recursos suficientes 
para atender a las personas que necesitan pro-
tección internacional. El PEF de 2016 asignó 
un presupuesto de solamente 22.5 millones 
de pesos (mdp) para la COMAR, que cuenta 
con 3 oficinas y 15 oficiales de protección. 

Por su parte, los otorgamientos de “estan-
cias por razones humanitarias” por el INM 
también han aumentado. Estas estancias son 
clave para que las personas migrantes vícti-
mas de delitos graves en México puedan dar 
seguimiento a sus denuncias. 

Estancias humanitarias en México 2012- junio 2016 11

2012 2013 2014 2015 Enero – junio 2016

108 277 623 1375 
(1202 centroamericanos)

1363
(1231 centroamericanos)

La protección a los derechos básicos como el 
asilo, la libertad y el acceso a la justicia deben 
ser los principios rectores de una política del 
Estado hacia migrantes y refugiados centro-
americanos. En cuanto al acceso a la justicia, 
tampoco existe evidencia de que las instancias 
creadas para investigar delitos en contra de 
migrantes estén cumpliendo su función en 
forma efectiva. La puesta en marcha de la 
nueva Unidad de Investigación de Delitos para 
Personas Migrantes y el Mecanismo de Apoyo 
Exterior Mexicano de Búsqueda e Investiga-
ción por parte de la PGR podría ser un avance, 
pero aún no se ha traducido en mejoras en la 
investigación y sanción de abusos. 

Las recomendaciones emitidas en el informe 
“Un camino incierto, justicia para delitos y 
violaciones a los derechos humanos de per-

sonas migrantes y refugiadas en México” si-
guen vigentes. La Secretaría de Gobernación 
como responsable de la política migratoria 
del Estado mexicano, debe abandonar la 
política de contención implementada por el 
INM, y fortalecer los mecanismos de control 
al INM para prevenir abusos. La COMAR 
debe ser fortalecida y la PGR debe dotar de 
los recursos adecuados (humanos y financie-
ros) para cumplir con su tarea. México no 
puede ser un país que, frente a la violencia 
como motivo de la migración forzada, solo 
tenga más violencia que ofrecer. 

* Maestra. Investigadora de Fundar Centro de Análisis e 
Investigación A.C. 

11	Las cifras del INM no permiten conocer la tasa de 
reconocimientos, porque no es público el número 
de solicitudes que reciben.  Datos de http://www.
politicamigratoria.gob.mx/es_mx/SEGOB/Estadistica 
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SOBREVIVIR A LA MUERTE 
TORTURA DE MUJERES 
POR POLICÍAS Y FUERZAS 
ARMADAS EN MÉXICO
 
Amnistía Internacional.
Informe

En abril de 2016 se filtró a la prensa un video que mostraba a poli-
cías y militares asfixiando a una mujer con una bolsa de plástico e 

interrogándola mientras gritaba. Quedó en el aire la cuestión de qué 
pudo suceder cuando se apagó la cámara. 

El vídeo escandalizó a la sociedad mexicana y 
provocó una disculpa pública sin precedentes 
del Secretario de Defensa y el Comisionado 
Nacional de Seguridad. Sin embargo, una 
disculpa no basta para que el Estado cumpla 
con su obligación de abordar la crisis de de-
rechos humanos a la que se enfrenta México, 
en la que la tortura y otros malos tratos se 
han convertido en prácticas generalizadas 
en todo el país. 

Este informe reúne información que sugiere 
que la policía y las fuerzas armadas mexicanas 
someten a menudo a mujeres a tortura y 
otros malos tratos y que la violencia sexual 
es una práctica habitual durante el arresto 
y el interrogatorio. Fuertes golpes en el es-

tómago, la cabeza y los oídos, amenazas de 
violación contra las mujeres y sus familias, 
semiasfixia, descargas eléctricas en los geni-
tales, manoseo de los pechos y pellizcos en 
los pezones, violación con objetos, con los 
dedos, con armas de fuego y con el pene. 
Estas son sólo algunas de las formas de vio-
lencia infligidas a las mujeres. 

Amnistía Internacional entrevistó a un cente-
nar de mujeres que habían denunciado haber 
sido sometidas a violencia durante su arresto, 
y concluyó que todas ellas describían algún 
tipo de acoso sexual o abuso psicológico, 
incluidas amenazas e insultos misóginos y 
sexualizados. Setenta y dos mujeres afirma-
ron haber sufrido actos de violencia sexual 
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en el momento del arresto o en las horas 
siguientes.

Tanto en la estrategia de seguridad empleada 
en México como en la denominada “guerra 
contra el narcotráfico”, es frecuente que las 
mujeres sean detenidas durante arrestos 
en grupo y acusadas de ser novias de delin-
cuentes y cómplices de actos delictivos, sin 
que existan pruebas sólidas que respalden 
esas acusaciones. Se las considera fáciles de 
detener como medio de aumentar las cifras 
de detenciones y demostrar así a la sociedad 
que los esfuerzos del gobierno en materia 
de seguridad dan resultado. 

Las mujeres sometidas a ese tipo de violencia 
son en su mayoría jóvenes y proceden de en-
tornos con bajos ingresos. La discriminación 
múltiple e interseccional a la que se enfrentan 
a causa de su género, su edad y su situación 
socioeconómica incrementa su riesgo de 
ser detenidas arbitrariamente y sometidas a 
tortura u otros malos tratos. Muchas mujeres 
detenidas y encarceladas son madres solteras 
y sufren discriminación simplemente por no 
encajar en las expectativas de género gene-
ralmente aceptadas, como la de tener pareja 
masculina. Su situación socioeconómica a 
menudo limita su capacidad de acceder a 
recursos efectivos. Las trabajadoras sexua-
les, que en muchos casos no sólo viven en 
la pobreza, sino que a menudo son madres 

solteras, también corren especial peligro 
de tortura y otros malos tratos durante el 
arresto o bajo custodia.

Las mujeres, cuando son sometidas a tor-
tura u otros malos tratos, corren un riesgo 
específico de sufrir formas determinadas de 
violencia a causa de su género, su orientación 
sexual o su identidad de género. Varias de 
las mujeres entrevistadas por Amnistía Inter-
nacional dijeron ser bisexuales o lesbianas.

La respuesta de las autoridades 
a estas violaciones de derechos 

humanos ha sido sumamente 
desalentadora. La tortura y 

otros malos tratos continúan, 
y sus autores gozan de una 

impunidad casi absoluta, pese 
a que el gobierno mexicano ha 
establecido varios mecanismos 

e instituciones para abordar 
el problema. De los miles 
de denuncias de tortura 

realizadas desde 1991, sólo 15 
han concluido en sentencias 

condenatorias a nivel federal. 
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Pese al elevado número de denuncias pre-
sentadas por mujeres por actos de violencia 
sexual, incluida la tortura u otros malos tratos 
a manos de las fuerzas armadas, el Ejército 
informó a Amnistía Internacional de que no 
se había suspendido del servicio a ni un solo 
soldado por violación o abusos sexuales en-
tre 2010 y 2015, mientras que, en lo que se 
refiere a la Marina, sólo se había suspendido 
a cuatro marinos durante ese mismo periodo. 
Un marino que había sido condenado por 
abusos sexuales había sido suspendido sólo 
temporalmente, lo que podía permitir que 
se reintegrara a la marina una vez cumplida 
su pena de prisión.

Hasta el momento, la Procuraduría General de 
la República no ha publicado datos desglosa-
dos sobre víctimas de tortura. Esto ha tenido 
como efecto rodear el problema de un velo de 
secretismo y ha impedido dar respuestas infor-
madas con las que abordar la violencia contra 
las mujeres durante el arresto y la detención. 
En la policía y en las fuerzas armadas se han 
realizado cientos de sesiones de capacitación 
sobre género, violencia y derechos humanos, 
pero no parecen haber tenido un impacto 
apreciable a la hora de reducir las violaciones 
de los derechos humanos de las mujeres. 

Las autoridades no sólo no han publicado 
información detallada sobre la tortura y otros 
malos tratos contra las mujeres, sino que 

parecen estar decididas a mantener oculto el 
tema. Durante la investigación llevada a cabo 
por Amnistía Internacional para este informe, 
una serie de autoridades pusieron diversos 
obstáculos para impedir que la organización 
accediera a un mayor número de mujeres 
con el fin de entrevistarlas. 

Existen deficiencias institucionales y estruc-
turales que siguen convirtiendo en norma la 
impunidad por los actos de tortura y otros 
malos tratos. Pese a las medidas positivas 
adoptadas por la Procuraduría General de 
la República para crear nuevos protocolos 
para la investigación de la tortura y los malos 
tratos, y pese a la creación de una unidad es-
pecializada sobre este tema, la Procuraduría 
siguió sin poder presentar a Amnistía Inter-
nacional información sobre cargos penales 
formulados contra sospechosos de tortura 
en 2014 y 2015.

Amnistía Internacional ha tenido conoci-
miento de pasos positivos y ejemplos de 
buenas prácticas implementados por el poder 
judicial. No obstante, en varios casos docu-
mentados por la organización, los jueces no 
han hecho un seguimiento de las denuncias 
de tortura, han hecho recaer injustamente 
la carga de la prueba en la persona sobrevi-
viente de tortura, y no han excluido de los 
juicios las declaraciones y pruebas obtenidas 
mediante tortura u otros malos tratos. 
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En la actualidad, el Congreso mexicano está 
debatiendo un proyecto de Ley General con-
tra la Tortura largamente demorado. Aunque 
se han introducido elementos positivos, el 
proyecto de ley necesita reforzar urgente-
mente el principio de que todas las declara-
ciones y pruebas obtenidas mediante tortura 
u otros malos tratos deben ser excluidos de 
los juicios penales, salvo cuando se utilicen 
contra los presuntos torturadores. Por últi-
mo, es necesario fortalecer urgentemente 

un nuevo mecanismo de la Secretaría de 
Gobernación para hacer un seguimiento de 
los casos de tortura sexual contra mujeres, 
con el fin de que se convierta, en la prác-
tica, en una instancia sólida para combatir 
la tortura y otros malos tratos. El nuevo 
mecanismo debe incluir a los tres poderes 
del Estado para investigar de forma efectiva 
y llevar ante la justicia a los responsables, y 
garantizar reparaciones adecuadas para las 
sobrevivientes.

P r i n c i pa l e s  r e c o m e n d a c i o n e s

AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

•	 Ordenar que se retire de inmediato a las fuerzas armadas de las labores 
de seguridad pública, para las que no han recibido formación y por las 
que no rinden cuentas. 

•	 Reconocer públicamente la magnitud del problema de la tortura y los 
malos tratos en México, en particular el uso de la violencia sexual contra 
las mujeres, y transmitir un mensaje que indique claramente que estos 
actos ya no se tolerarán. 

•	 Asegurar que los expertos médicos forenses oficiales son 
independientes de las procuradurías de justicia a nivel federal y estatal. 
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A LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN

•	 Reforzar el Mecanismo de Seguimiento de Casos de Tortura Sexual 
Cometida contra las Mujeres, coordinado por la CONAVIM, asignándole 
los recursos necesarios y garantizando que todas las instituciones 
pertinentes colaboran con él.

A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

•	 Acelerar el trabajo de la Unidad Especializada en Investigación del Delito 
de Tortura y publicar urgentemente un registro de denuncias de tortura, 
desglosadas por género, edad y nacionalidad. 

•	 Permitir una mejor coordinación con profesionales de la medicina que 
puedan desplegarse rápidamente en casos de denuncia de violencia 
sexual. Garantizar que la atención ginecológica obtiene el consentimiento 
pleno e informado de la mujer y que ésta tiene capacidad para elegir la 
manera en que es examinada, y garantizar también que la mujer cuenta 
con acompañamiento psicológico en esos casos.

AL CONGRESO 

•	 Adoptar sin demora la Ley General contra la Tortura, garantizando que 
incluye los siguientes elementos: 

-	 Se penaliza la tortura y otros malos tratos con arreglo a las normas 
internacionales, en concreto a la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sancionar la Tortura.
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-	 Todas las declaraciones y 
pruebas obtenidas bajo 
tortura u otros malos 
tratos quedan excluidas de 
las actuaciones judiciales, 
excepto en contra de un 
posible perpetrador como 
evidencia de que la tortura 
ocurrió. La Ley deberá 
garantizar que cuando se 
presentan pruebas obtenidas 
bajo tortura u otros malos 
tratos, el juez excluye dichas 
pruebas desde el principio 
(in limine) e inicia una 
investigación dentro del juicio con el fin de adoptar una decisión final. 
La carga de la prueba debe recaer sobre el Estado para comprobar más 
allá de toda duda razonable que la evidencia fue obtenida legalmente. 

•	 Modificar el artículo 48 de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos para obligar a la CNDH a proporcionar copias de 
los resultados de los exámenes médicos y psicológicos a las víctimas y a 
sus representantes, con independencia de si lo exige un juez. 

Para consultar el informe completo: 
http://amnistia.org.mx/nuevo/wp-content/uploads/2016/06/AMR4142372016SPANISH.pdf

Publicado originalmente el 28 de junio en:  
http://amnistia.org.mx/informesn/index.php?s=2
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